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Resumen 
El actual documento genera un análisis sobre el eventual riesgo al que pueden estar 
expuestos los padres venezolanos de los niños que hoy están siendo registrados en 
Colombia como nacionales al amparo de la Resolución 8470 de 2019 de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil, por razones de incumplimiento de medidas administrativas 
migratorias o por otras causas. Considerando entonces la revisión del tema al amparo del 
soporte normativo nacional, incluso internacional que exhorta la protección de la persona 
migrante y en especial de los menores, se busca establecer si, en el diseño normativo y 
medios de aplicación, subsisten ciertas falencias que se deben corregir de manera pronta 
para evitar la vulneración de derechos de las familias de los niños registrados como 
nacionales colombianos. Su desarrollo se genera a través de una investigación socio-
jurídica, realizando un análisis interpretativo de las normas que son objeto de estudio, las 
cuales se analizan a la luz de la revisión jurisprudencial e instrumentos de derecho 
internacional. 
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Summary 
The current document generates an analysis on the possible risk to which the Venezuelan 
parents of children who today are being registered in Colombia as nationals may be 
exposed under the protection of Resolution 8470 of 2019 of the National Registry of Civil 
Status, for reasons of non-compliance of immigration administrative measures or for other 
reasons. Considering then the review of the issue under the protection of national normative 
support, including international that calls for the protection of the migrant person and 
especially of minors, it is sought to establish whether, in the normative design and means of 
application, certain shortcomings persist that must be correct promptly to avoid the 
violation of the rights of the families of children registered as Colombian nationals. Its 
development is generated through a socio-legal research, carrying out an interpretive 
analysis of the norms that are the object of study, which are analyzed in the light of the 
jurisprudential review and international law instruments. 
Keywords: Right to have a family; foreign migration; irregular migration; children's rights; 
legal security. 
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Introducción 
El 19 de agosto de 2019, la Registraduría Nacional del Estado Civil expidió la 
Resolución 8470 de 2019, por medio de la cual se establecen medidas administrativas de 
carácter temporal y excepcional encaminadas al otorgamiento de una nacionalidad 
colombiana en el Registro Civil de Nacimiento a “niñas y niños nacidos en Colombia, que 
se encuentran en riesgo de apatridia, hijos de padres venezolanos, que no cumplen con el 
requisito de domicilio” (Registraduría Nacional, Resolución 8470, 2019, art., 1). 
En un extenso considerando, el organismo encargado del registro de nacimiento de 
las personas en el país apela a normas nacionales e internacionales para justificar la medida 
administrativa, teniendo en cuenta particularmente dos aspectos; primero, que el derecho a 
una nacionalidad se erige como un derecho humano y; segundo, que los menores nacidos 
deben ser sujetos de especial protección, independiente del estatus migratorio que estos 
tengan2. 
De otra parte, sumado a las medidas excepcionales adoptadas por las autoridades 
colombianas para atender la crisis migratoria, se encuentra la dirigida por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores (Cancillería de Colombia) consistente en otorgar un Permiso 
Especial de Permanencia [PEP] (Resolución 10677, 2018), al cual de manera excepcional 
pueden acceder la población migrante de Venezuela, el cual les otorga un permiso de 
trabajo y permanencia de hasta por 2 años, de manera que, cuando este se venza, 
nuevamente el ciudadano venezolano queda en una situación irregular de migración. 
Las anteriores, son dos situaciones que para algunos casos no se deben revisar de 
manera diferenciada, sino que, se debe contemplar el caso de las familias afectadas de 
manera directa por las dos medidas; por ejemplo, esto lleva a plantear interrogantes 
respecto a lo que sucede en términos de la situación jurídica aplicable al ciudadano 
venezolano que, siendo padre o madre, haya registrado un menor con nacionalidad 
 
2 En ambos casos hay un desarrollo normativo y jurisprudencial que, para efectos del actual documento, se 
tendrá en cuenta en consecuencia del análisis jurídico-social que se quiere hacer de esta medida 
administrativa. 
colombiana, pero que no haya regularizado su estatus migratorio o, venza su PEP; y lo que 
puede suceder incluso con el menor en estos casos. 
Dada lo relevante que resulta el reconocimiento de los derechos de los niños y 
derecho humano a tener una nacionalidad, la base analítica del actual documento son las 
medidas adoptadas por el Estado colombiano para proteger los niños de padres venezolanos 
que hoy están siendo registrados en Colombia como colombianos al amparo de la 
Resolución 8470 de 2019 de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Así las cosas, no es 
tanto la expedición del Decreto en sí mismo la fuente problemática, sino, el posible vacío 
jurídico generado en periodos previos a su expedición, siendo relevante determinar si este 
panorama logra ser del todo superado con mencionada Resolución. 
Metodología 
La pregunta de investigación se plantea en el sentido de determinar, ¿cómo se puede 
ver materializado el riesgo jurídico al que se exponen los padres venezolanos en situación 
migratoria irregular, de ser separados de los niños nacidos en Colombia? La hipótesis de 
investigación se establece en que este riesgo es materializable en la medida que la situación 
migratoria de los padres es regular de manera temporal, de manera que, cuando esta 
temporalidad se acabe, se pueden ver expuestos a una deportación, quebrando con ello el 
núcleo familiar. 
De manera análoga, esto permite explorar si existe o no riesgo en la vulneración de 
los derechos fundamentales de los niños de padres venezolanos nacidos en Colombia, en 
particular de los derechos a tener una familia y no ser separada de ella, para lo cual se 
realiza el estudio de si estos derechos se encuentran cubiertos por normas internas, sobre 
todo en el particular de la Resolución 8470 de 2019 y, de no ser así, si es Colombia, 
Venezuela o la comunidad internacional la llamada prever su reconocimiento. 
El objetivo general se establece en identificar las medidas jurídicas y administrativas 
que debería adoptar el Estado colombiano para proteger tanto a los niños como los padres 
venezolanos de estos niños que hoy están siendo registrados en Colombia como 
colombianos al amparo de la Resolución 8470 de 2019 de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, para que estos no sean separados a futuro de sus familias al amparo del 
soporte jurídico nacional e internacional. 
Los objetivos específicos se definen en reconocer en principio el panorama 
migratorio de ciudadanos venezolanos hacia Colombia en los últimos años, pasando luego 
al desarrollo de un segundo objetivo relacionado con el análisis del derecho a la 
nacionalidad desde el ordenamiento interno e internacional y, finalmente, un tercer objetivo 
orientado hacia el análisis de la naturaleza y alcance de la Resolución 8470 de 2019 de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Por su objeto, esta investigación se define como una investigación socio-jurídica, 
entendida esta como un ejercicio de reflexión y análisis holístico de una problemática 
jurídica (Agudelo, 2018). Para su desarrollo, se realiza un análisis normativo de la 
Resolución 8470 de 2019 a la luz de otras normas nacionales, la revisión jurisprudencial y 
normas de derecho internacional, en diálogo con la literatura académica y especializada 
sobre el tema, configurando en este sentido un diálogo entre fuentes que permitirá a partir 
del método deductivo, establecer las conclusiones y reflexiones centrales sobre la pregunta 
previamente planteada. 
Radiografía de la migración fronteriza entre Colombia y Venezuela durante los 
últimos años 
El panorama de la migración internacional entre la frontera de Colombia y Venezuela 
ha presentado durante los últimos años un incremento del paso de ciudadanos venezolanos 
hacia Colombia, teniendo que cuenta que, antes de que esto sucediera, la migración era, al 
contrario; esto es, una aguda migración de ciudadanos colombianos hacia Venezuela, 
motivado en gran parte por razones de desplazamiento derivadas de la ocurrencia de un 
conflicto armado en territorio nacional (Mejía, 2012). Aparte de la cercanía territorial, la 
expectativa económica generaba la atracción de migración de ciudadanos colombianos 
hacia ese país3 (Vera, 2018). 
Varios estudios dan cuenta de cómo, durante las dos últimas décadas, la migración 
Colombia-Venezuela cambió de dirección (Martínez, 2015); aunque no en los mismos 
contextos, también fueron cientos de miles los colombianos que en su momento migraron 
hacia Venezuela, con lo cual se puede establecer que, el acelerado proceso migratorio, es 
resultado de un país que vive una inestabilidad política, pero sobre todo, unas aceleradas 
dinámicas de contracción económica (Martínez, 2015) que, en el corto plazo, parece no 
tener solución: 
El agudo deterioro de las condiciones de vida de Venezuela, suscitado por muchas 
contradicciones existentes, ha hecho que dentro de aspectos conceptuales encontrados 
existan condiciones asimétricas de este país origen, con respecto a los países receptores 
o de tránsito, trayendo una gran desbandada de esta población a territorios del área, 
especialmente a Colombia, es decir, es más atractivo y mejor emprender una ida en 
busca de un territorio más bondadoso y que pueda suplir las necesidades básicas. El 
causante del desplazamiento de venezolano, en su mayoría, obedece a causas 
económicas. (Franco y Suaza, 2017, p. 94) 
Este en consecuencia habla de una población migrante la cual, en su mayoría, sus 
condiciones previas de migración eran de una crítica situación de pobreza y pobreza 
extrema (Edson, 2018). Ahora, según datos de Migración Colombia (2020), ya son 
millones los ciudadanos venezolanos que, bajo estas condiciones, y durante los últimos 
 
3 No se debe pasar por alto que, hasta no más de 10 años, Venezuela era un país con una economía dinámica, 
con ocasión de su bonanza petrolera. Sin embargo, fue bajo la garantía de este commodities y su altísimo 
precio que, el país, en tiempos de Hugo Chávez, adquirió un gran volumen de deuda pública, sobre todo con 
los mercados de china; “[l]a deuda con los bancos de desarrollo de China creció inmensamente, así como la 
deuda con la estatal petrolera Petróleos de Venezuela (PDVSA). En el caso de los préstamos recibidos de los 
bancos de desarrollo chinos, la mitad del endeudamiento se hizo a plazos cortísimos (de tres años) y con 
pagos en envíos de crudo petrolero. Así, a finales de 2012, la deuda pública externa ya remontaba los 113.000 
millones de dólares, con vencimientos concentrados en el muy corto plazo”; teniendo para la fecha un país 
que, “había agotado casi todo su nivel líquido de reservas internacionales y había perdido acceso a los 
mercados financieros externos”; todo un panorama que dada cuenta de una crisis económica irreversible 
(Vera, 2018, pp. 86-88). 
años, han ingresado al país de manera regular e irregular, pudiendo establecer como punto 
de corte, a partir de la revisión de las cifras, 2014 dado que es el año en el que se intensifica 
la migración desde el país vecino: 
Tabla 1. Ciudadanos venezolanos que ingresaron a Colombia sellando su pasaporte 
2014 2015 2016 2017 2018 2019 
291.531 329.478 378.965 796.234 1.359.815 860.326 
Fuente: Migración Colombia. (2020). 
 
Tabla 2. Ciudadanos venezolanos que se encuentran viviendo en Colombia 
2014 2015 2016 2017 2018 2019 
23.573 31.471 53.747 403.702 1.072.432 1.488.373 
Fuente: Migración Colombia. (2020). 
Frente a estos datos, que son los más recientes que ha producido Migración 
Colombia, se debe aclarar que la entidad incluye en el registro de 2019 tanto migrantes 
regulares como irregulares, destacando que, de la totalidad señalada, 750.918 tienen una 
situación regular migratoria, mientras que 737.455 no cuentan con dicha condición; destaca 
también el registro de personas con Permiso Especial de Permanencia [PEP]4, quienes a 
mitad de 2020 sumaban un total de 597.767 con mencionado permiso administrativo. 
Frente a lo anterior, se puede reconocer que, en efecto, la realidad de la migración de 
personas de Venezuela hacia Colombia no es un fenómeno menor en la lectura social, 
política y económica de ambas naciones, justificando en este sentido el alcance de las 
medidas administrativas tomadas en la materia, como es el caso de la Resolución 8470 de 
2019. Sobre el análisis de la particular, se avanza en lo que sigue del documento, no sin 
antes dar cuenta de su incidencia en el ordenamiento jurídico colombiano. 
 
4 Como parte de las medidas excepcionales adoptadas por las autoridades colombianas para atender la crisis 
migratoria, se encuentra la dirigida por el Ministerio de Relaciones Exteriores (Cancillería de Colombia) 
consistente en otorgar un Permiso Especial de Permanencia [PEP] (Resolución 10677, 2018), al cual de 
manera excepcional pueden acceder la población migrante de Venezuela, otorgándoles un permiso de trabajo 
y permanencia de hasta por 2 años; sin embargo, cuando este vence, nuevamente el ciudadano venezolano 
queda en una situación irregular de migración. 
Análisis del derecho a la nacionalidad desde el derecho internacional y su aplicación 
en Colombia 
Para efectos de la discusión que se quiere lograr en relación con la situación de 
migración venezolana en el país, se debe tener en cuenta que la Resolución 8470 de 2019 
de la Registraduría Nacional del Estado Civil, desarrolla en esencia el derecho a 
nacionalidad. El reconocimiento de este derecho no es exclusivo del ordenamiento jurídico 
del Estado colombiano, sino la respuesta de este a un orden internacional contenido en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos [DUDH], el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos [PIDCP] y la Convención Americana de los Derechos 
Humanos CADH, pudiendo plantear que esta es un atributo también del ejercicio de otros 
derechos como el derecho la personalidad jurídica (Treviño, 2002). 
Se debe partir por definir que, a la luz de este derecho internacional, la nacionalidad 
se relaciona, pero debe ser entendida de manera diferente a la ciudadanía, pues, esta última, 
es parte de la materialización de la antes mencionada personalidad jurídica, para el ejercicio 
de derechos políticos (Pizarro y Méndez, 2006). A propósito de los instrumentos 
internacionales previamente citados, se debe señalar que este derecho a la nacionalidad es 
un derecho inalienable, tal y como al respecto lo reconoce la CADH en su artículo 20. 
Lo anterior, como resultado de lo dispuesto en el artículo 15 de la DUDH, cuyo texto 
a la letra señala que; “1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 2. A nadie se 
privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de nacionalidad” 
(DUDH, art., 15) que, además, y a propósito del tema desarrollado en este documento, es 
un elemento recogido en el PIDCP, señalando en su artículo 24 que; “[t]odo niño tiene 
derecho a adquirir una nacionalidad” (PIDCP, art., 24-3). 
Conforme a estos imperativos normativos, incluyendo además la Convención 
Internacional sobre los Derechos del Niño [CIDN] con sus observaciones5 se ha buscado 
desarrollar el concepto de nacionalidad. Para el caso, en el seno del Sistema Interamericano 
 
5 Son hasta la fecha, 19 observaciones que se han planteado sobre este instrumento internacional, 
convirtiéndose así, en el Tratado más importante sobre la materia (Guío, 2016). 
de Protección de Derechos Humanos [SIPDH]6, se ha buscado categorizar este concepto en 
atención de los elementos que la desarrollan, considerando que su acepción tiene más 
contenido que, el solo valorativo de haber nacido en un territorio especifico. 
En la extensión de esta conceptualización, el SIDH, a través de la Corte IDH, en 
Opinión Consultiva de 1988, expreso la importancia que incluso tiene este derecho de 
nacionalidad, para el ejercicio de la personalidad jurídica a nivel internacional; en 
consecuencia, la nacionalidad también busca, “dotar al individuo de un de un mínimo de 
amparo jurídico en las relaciones internacionales al establecer a través de su nacionalidad 
su vinculación con un Estado determinado” (Treviño, 2002, p. 347). 
Si bien la nacionalidad así se encuentra prevista como un derecho humano, ello no 
debe llevar a pensar que se trata de un derecho inmodificable en el ejercicio; sobre esto, 
sirva advertir que, con ocasión de lo señalado por el SIDH, existen caminos jurídicos para 
que, a título personal y voluntario, se pueda cambiar de nacionalidad o renunciar a una si ya 
se cuenta con otra o, incluso, contar con más de una nacionalidad si los sistemas 
normativos internos así lo permiten (Arlettaz, 2015). 
Esto por ejemplo se puede reconocer en el sistema colombiano, cuyo marco 
constitucional admite la múltiple nacionalidad, su renuncia o privación de la nacionalidad, 
siempre que, su aplicación, no vaya en contra de este marco normativo internacional, parte 
de la Constitución a través del bloque de constitucionalidad7, pues se entiende que este es 
un derecho inherente a quienes tienen la facultad para gozar de la nacionalidad colombiana 
(Corte Constitucional, Sentencia T-421, 2017). Predicado artículo 96 señala que: 
Artículo 96. Son nacionales colombianos. 
1. Por nacimiento:  
 
6 Compuesto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos [Corte IDH] y la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos [Comisión IDH]. 
7 Bloque de constitucionalidad que además soporta la protección integral de los menores en Colombia, en 
función de los instrumentos internacionales que soportan su corpus juris (Guío, 2020). 
a) Los naturales de Colombia, que con una de dos condiciones: que el padre o la madre 
hayan sido naturales o nacionales colombianos o que, siendo hijos de extranjeros, 
alguno de sus padres estuviere domiciliado en la República en el momento del 
nacimiento y: 
b) Los hijos de padre o madre colombianos que hubieren nacido en tierra extranjera y 
fuego se domiciliaren en territorio colombiano o registraren en una oficina consular de 
la República.  
2. Por adopción:  
a) Los extranjeros que soliciten y obtengan carta de naturalizaci6n, de acuerdo con la 
ley, la cual establecerá los casos en los cuales se pierde la nacionalidad colombiana por 
adopción; 
b) Los Latinoamericanos y del Caribe por nacimiento domiciliados en Colombia, que 
con autorización del Gobierno y de acuerdo con la ley y el principio de reciprocidad, 
pidan ser inscritos como colombianos ante la municipalidad donde se establecieren, y;  
c) Los miembros de los pueblos indígenas que comparten territorios fronterizos, con 
aplicación del principio de reciprocidad según tratados públicos.  
Ningún colombiano por nacimiento podrá ser privado de su nacionalidad. La calidad 
de nacional colombiano no se pierde por el hecho de adquirir otra nacionalidad. Los 
nacionales por adopción no estarán obligados a renunciar a su nacionalidad de origen o 
adopción. 
Quienes hayan renunciado a la nacionalidad colombiana podrán recobrarla con arreglo 
a la ley. 
Frente a la facultad de gozar a una nacionalidad, como derecho inherente, se entiende 
que es para el entendido de los nacionales por nacimiento (Lozano, 2003). Respecto a la 
segunda parte, -esto es, nacionalidad por adopción-, esta se entiende más como condición 
soberana y discrecional del Estado frente a sus no nacionales (Ley 43, 1993, art., 4). En 
principio, considerando la nacionalidad otorgada a través de la Resolución 8470 un hibrido 
entre estos tipos de nacionalidad, resulta necesario profundizar en mencionada disposición 
normativa para ahondar en su alcance. 
Naturaleza y alcance de la Resolución 8470 de 2019 de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil 
Como se mencionó en la sección anterior, la Resolución 8470 de 2019 de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil hace parte del compendio normativo que desarrolla 
el derecho a la nacionalidad en Colombia, Desde la óptica institucional, se debe señalar que 
esta entidad, desde la Constitución de 1991, por su artículo 266, tiene la delegación para ser 
el órgano competente de administrar el registro civil de los colombianos (Hincapié y 
Linero, 2000), se puede señalar que el registro civil es un trámite esencial que se debe dar 
en la relación persona natural-Estado, toda vez que es con este que se materializa la 
personalidad jurídica. 
Como se observó en la lectura de los mecanismos e instrumentos internacionales 
asociados al ejercicio de este derecho, el reconocimiento de una nacionalidad con sus 
prerrogativas es parte de la instrumentalización que se puede reconocer al efecto de contar 
con una personalidad jurídica. Para el caso, se identifica que la presentación de una 
nacionalidad puede ser parte de las formalidades contenidas en el uso de la personalidad 
jurídica, aunque, también hay que indicarlo, no es un requisito irrestricto (Vera, 2004). 
Ahora, en lo que corresponde al mencionado derecho a contar con una nacionalidad, 
se identifica que, el Gobierno Nacional en coordinación   con la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, expidió la Resolución 8470 de 2019, por medio del cual otorga nacionalidad 
colombiana a niños nacidos en Colombia de padres con nacionalidad venezolana, buscando 
con esto en cierta medida subvertir esta realidad, como se señala en su artículo primero: 
Artículo 1°. La presente resolución tiene por objeto adoptar el procedimiento 
administrativo de carácter temporal y excepcional, a seguir por parte de los servidores 
públicos de la Registraduría Nacional del Estado Civil y los Notarios, para incluir de 
oficio la nota “Válido para demostrar nacionalidad” en el Registro Civil de 
Nacimiento, de las niñas y niños nacidos en Colombia a partir del 19 de agosto de 
2015, que se encuentran en riesgo de apatridia, hijos de padres venezolanos, que no 
cumplen con el requisito de domicilio. (Registraduría Nacional, 2019, art., 1 
Sobre la base del contexto normativo que se ha abordado en el desarrollo del actual 
documento, se considera que, con todo y lo positivo de su expedición, aún pueden existir 
vacíos normativos ante el eventual riesgo al que pueden estar expuestos hacia futuro los 
padres de los niños que hoy están siendo registrados en Colombia como colombianos al 
amparo de la Resolución 8470 de 2019 de la Registraduría Nacional del Estado Civil, por 
razones de incumplimiento de medidas administrativas migratorias o por otras causas. 
Fenómenos de esta naturaleza, limitan en consecuencia la seguridad jurídica del padre 
o madre venezolano que registra y otorga nacionalidad colombiana al menor nacido en el 
país, como del nacido que se le confiere dicho estatus de nacional colombiano, toda vez que 
este puede caer en una situación de irregularidad migratoria que, aunque protege al menor, 
no necesariamente lo sería para el o los padres de este8. 
Lo anterior se explica en el caso de que el padre, una vez superada la temporalidad de 
su condición migratoria regular, pueda ser deportado por las autoridades migratorias 
colombianas, al no contar con un estatus de regularidad en el país, rompiendo con ello el 
lazo familiar que se ha generado con el menor nacido y arraigado en el país; una condición 
que incluso subvierte normas de derecho internacional. 
 
8 Incluso, se debe contemplar, además que, de conformidad al artículo 14 de mencionada Resolución, esta 
tiene vigencia de dos (2) años contemplados a partir de la entrada en vigor de esta; es decir, 20 de agosto de 
2019 hasta el 20 de agosto de 2021 (Resolución 8470, 2019, art., 14). Así las cosas, de no extenderse la 
vigencia de esta Resolución, o de proferirse otra que la reemplace, a partir de la fecha se va a ampliar el 
escenario de inseguridad jurídica, incluyendo entonces, los niños nacidos a posteridad. De manera que, dada 
la inseguridad jurídica presentada en el actual documento sobre la presente Resolución, bien haría la autoridad 
competente en tener en cuenta este elemento en el evento de que se expida una nueva Resolución o, se amplíe 
la vigencia de la actual. 
Al respecto conviene revisar la Opinión Consultiva [OC] 21 de 2014 de la Corte IDH; 
en este punto sea oportuno indicar que, aunque estos instrumentos internacionales son 
previos a la expedición de la Resolución, no por ello son ineficaces en la aplicación de la 
situación estudiada. Volviendo sobre el contenido de esta OC, esta expresó respecto al 
derechos y garantías de niños en el contexto de la migración en necesidad de protección 
internacional que, no se puede sancionar su condición o la de sus padres, puesto que este 
pondría en riesgo los derechos del menor que son de interés superior; siendo, por el 
contrario, deber del Estado receptor, actuar de conformidad a la orientación y protección 
prioritaria de sus derechos. En este sentido: 
Cualquier órgano administrativo o judicial que deba decidir acerca de la separación 
familiar por expulsión motivada por la condición migratoria de uno o ambos 
progenitores debe emplear un análisis de ponderación, que contemple las 
circunstancias particulares del caso concreto y garantice una decisión individual, 
priorizando en cada caso el interés superior de la niña o del niño. En aquellos 
supuestos en que la niña o el niño tiene derecho a la nacionalidad del país del cual uno 
o ambos progenitores pueden ser expulsados, o bien cumple con las condiciones 
legales para residir permanentemente allí, los Estados no pueden expulsar a uno o 
ambos progenitores por infracciones migratorias de carácter administrativo, pues se 
sacrifica de forma irrazonable o desmedida el derecho a la vida familiar de la niña o 
del niño. (Corte IDH, OC 24, 2014) 
En este sentido, en caso de encontrar padres en situación irregular, se debe acudir al 
estudio de las circunstancias particulares de cada caso que, no solo para este, sino para la 
generalidad de derechos, se debe definir en atención al interés superior del menor (Guío, 
2020). Sea oportuno indicar que la Resolución en ningún caso hace referencia a la 
expulsión de migrantes, pues no es competencia de la Registraduría Nacional estos temas; 
sin embargo, que no lo mencione no implica que otras normas, como las relacionadas con 
expulsión de personas no regulares en el territorio se dejen de aplicar, ni que estas normas 
relacionadas con el control migratorio no apliquen para estos padres venezolanos. 
 En consecuencia, Estados como el colombiano, en cumplimiento de estas 
obligaciones internacionales, deben prever estas situaciones como la planteada diseñando 
para el caso medidas encaminadas a no expulsar por razones administrativas migratorias, a 
nacionales venezolanos del territorio cuando tengan hijos registrados en el país. 
También, y como lo plantea Rosa Guío (2020), no hay que perder de vista que los 
derechos de la infancia tienen sujeción al derecho de la familia, cuyos órdenes 
constitucionales permiten concluir que la realización efectiva de los derechos de los niños 
pasa por la interdependencia de estos con los derecho de la familia, incluyendo el derecho a 
estar en ella, toda vez que es así de la única manera que se puede lograr armonía entre los 
propios, en el contexto no solo del derecho nacional que los desarrolla, sino también del 
derecho internacional. 
Como lo señala Rosa Guío (2019), la génesis y evolución de la protección de los 
derechos humanos de la niñez, ha pasado de contextos jurídico-privados a toda una 
estructura de instrumentos internacionales que hoy colocan los derechos humanos de la 
niñez en un escenario de universalidad, debiendo los Estados democráticos responder desde 
una triple dimensión; derecho interno privado, derecho interno público y, derecho 
internacional de los derechos humanos. 
En la actualidad, aunque en el caso colombiano no exista una política gubernamental 
de expulsión de migrantes irregulares, también es claro que no hay una protección jurídica 
para estos padres; es decir el hecho de que políticamente no se encuentre el interés de un 
Gobierno por expulsar padres de niños venezolanos, tampoco estos padres y niños tienen la 
tranquilidad de que jurídicamente se encuentran del todo protegidos. 
Al respecto, si bien hay un derecho enunciado en la materia que encuentra también 
soporte en instrumentos internacionales, a saber, tener una familia y no ser separado de ella. 
En este sentido, no se pueden identificar fuentes latentes de riesgo inmediato, dado que no 
hay en Colombia una cultura de trato migratorio fuerte como la que existe en países como 
los Estados Unidos, pero no por ello, se puede minimizar el riesgo al que se expone un 
migrante venezolano, puesto que tampoco hay un marco normativo claro sobre la claridad 
de su estatus migratorio en el momento que este sea irregular pero a la vez padre de un niño 
nacido en Colombia y registrado como nacional del país. 
Si bien entonces, se puede traer este contexto internacional a modo de ejemplo, es 
importante observar que este es un tema que a la final puede ser muy político; por ello la 
insistencia en que, a la luz del Estado social y democrático de derecho que es Colombia, se 
expida una normatividad divergente a estas dinámicas internacionales; que el país se 
destaque por presentar otra dinámica jurídica de relación con el migrante indocumentado. 
En consecuencia, Lo que se pretende generar con la aclaración en la materia, es 
plantear que se pueden evitar situaciones como las que se observan en otras latitudes del 
mundo donde, los niños llegados al país con sus padres o cuidadores en calidad de 
inmigrantes irregulares, aunque estos niños por su especial protección no puedan ser 
deportados, sus padres sí, llevando esto a separaciones familiares, si se fortalece el marco 
jurídico en la materia en Colombia. 
Conclusiones 
El punto de partida de la actual investigación se establece en el eventual panorama de 
riesgo al que pueden estar expuestos hacia futuro los padres de los niños que hoy están 
siendo registrados en Colombia como colombianos al amparo de la Resolución 8470 de 
2019 de la Registraduría Nacional del Estado Civil que, por razones de incumplimiento de 
medidas administrativas migratorias o por otras causas, se les pueda generar una condición 
de expulsión migratoria. 
En este sentido, frente a la pregunta de investigación, ¿cómo se puede ver 
materializado el riesgo jurídico al que se exponen los padres venezolanos en situación 
migratoria irregular, de ser separados de los niños nacidos en Colombia? Se concluye que, 
aunque no es claramente materializable este riesgo en el contexto nacional teniendo en 
cuenta que, si bien es claro que el Gobierno nacional actual no tiene ninguna intención de 
expulsar del país a migrantes no regulares que estén en el territorio, lo cierto también es 
que, a estas personas y familias, se les debe dar garantías jurídicas que esto a futuro de 
ningún modo va a suceder. 
Lo anterior en conexión con la hipótesis inicial planteada, en el sentido de afirmar 
que este riesgo puede ser materializable en la medida que la situación migratoria de los 
padres pasa a ser de irregularidad de manera que se pueden ver expuestos a una 
deportación, quebrando con ello el núcleo familiar, se encuentra parcialmente 
fundamentada en la conclusión de que no hay norma expresa que evite que esta situación se 
presente. 
No se quiere decir, se reitera, que no existan riesgos, lo que se quiere afirmar es que 
los riesgos no existen es porque no se establece que como una decisión política este 
Gobierno pueda empezar a expulsar ciudadanos venezolanos; sin embargo, estas personas 
no pueden decir que se encuentran jurídicamente protegidas, sobre todos los menores, 
quienes se pueden exponer a ser vulnerados en su derecho a tener una familia y no ser 
separado de ella. 
En este sentido, las reflexiones así generadas, deben llevar a prevenir que, niños 
venezolanos registrados aquí, cuyos padres no tienen un estatus de residentes ni de 
nacionales colombianos para asegurar su continuidad en el tiempo en el territorio, se 
puedan exponer a la separación años después puesto que a la actualidad no hay norma que 
prohíba a una autoridad nacional migratoria, expulsar a estos ciudadanos del territorio por 
no contar con un estatus legal de migración. 
Es lo que puede suceder en el caso de una persona que haya adquirido por 2 años un 
PEP y que durante ese tiempo haya sido padre o madre en el país y este haya sido 
registrado con nacionalidad colombiana; incluso, qué sucede aún en el caso del ciudadano 
venezolano que sin PEP tuvo un hijo en el país y fue registrado bajo la nacionalidad 
colombiana. Son esta parte de las inquietudes que corresponde resolver por la vía 
normativa, dando mayor seguridad jurídica a los padres que se han acogido a la Resolución 
8470 de 2019. 
Además, como se señaló, mencionada Resolución tiene vigencia de dos (2) años 
desde la entrada en vigor de esta, yendo esta hasta el 20 de agosto de 2021. Teniendo en 
cuenta que para la fecha siga la situación de inestabilidad en el vecino país, la no extensión 
de la vigencia de la Resolución va a ampliar el escenario de inseguridad jurídica a los niños 
nacidos a posteridad. En consecuencia, el problema ya no va a subsistir sobre la 
nacionalidad de los niños registrados, sino sobre los padres indocumentados. 
Dada la inseguridad jurídica evidenciada en el actual documento sobre la 
problemática planteada, y volviendo sobre el objetivo general planteado en términos de 
identificar las medidas jurídicas y administrativas que debería adoptar el Estado 
colombiano para proteger tanto a los niños como los padres venezolanos de estos niños que 
hoy están siendo registrados en Colombia como colombianos al amparo de la Resolución 
8470 de 2019 de la Registraduría Nacional del Estado Civil, para que estos no sean 
separados a futuro de sus familias al amparo del soporte jurídico nacional e internacional, 
se puede concluir que, bien haría, la autoridad a quien le competente, tener en cuenta este 
vacío jurídico en el evento de que se expida una nueva Resolución o, se amplíe la vigencia 
de la actual. Sirva entonces reiterar que, la Resolución 8470 de 2019 resuelve el problema 
de apátridas de los niños, pero no el del estatus migratorio permanente de sus padres, y es 
allí donde a futuro se pueden presentar situaciones como las que suceden en los Estados 
Unidos. 
Por el momento, sirva señalar que, a consideración de lo que precisamente se ha 
señalado desde el derecho internacional, las decisiones de otorgar nacionalidad a nacidos en 
un territorio, cuando sus padres no son de manera regular nacionales ni residentes de este, 
se deben generar en función de otras decisiones jurídicas que prevengan la posible 
separación de familias por deportación de los padres. Este en esencia, sería la problemática 
que se instaría a resolver a las autoridades nacionales vía normativa, la cual, en todo caso, 
desborda las competencias de la Registraduría Nacional, por lo cual debe ser otra autoridad 
quien la expida.  
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